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R-DCA-146-2009

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División de Contratación Administrativa.  San José, a las once horas del veintiséis de marzo de dos mil nueve. --------------------------------------------------------------------
Recursos de apelación interpuestos por Lourdes Vindas Carballo, Gustavo Adolfo Esquivel Quirós, Lorena Arrazola Coto, Edgar Quirós Sanchún, José Javier Vega Araya, Juan Rafael Villagra Coronado, Hicer Linkimer Bedolla, Olga Lidia Guerrero Vargas, Ana Lía Cabezas Sibaja, Gloria Maklouf Weiss, Ferndinand Von Herold, en contra del acto de adjudicación por zonas de la Licitación Pública 2007LN-000049-PCAD, promovida por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, en adelante BPDC, para la contratación de servicios profesionales para notariado externo, acto recaído a favor de Edgar Arroyo Cordero y otros (según la zona), por cuantía inestimable. -------------------------------------------------------------------------------
RESULTANDO

I.- Que los señores Gustavo Adolfo Esquivel Quirós, Lourdes Vindas Carballo Lorena Arrazola Coto, Olga Lidia Guerrero Vargas, Ana Lía Cabezas Sibaja, Edgar Quirós Sanchún, Gloria Maklouf Weiss y Ferndinand Von Herold, José Javier Vega Araya, Juan Rafael Villagra Coronado, Hicer Linkimer Bedoya interpusieron los recursos de apelación por considerar que el Banco licitante los excluyó indebidamente del concurso, y por estimar que tienen un mejor derecho a la adjudicación de la referida licitación pública, motivos que más adelante se exponen. (Ver folios A-1 al A-196 del expediente de apelaciones) -----------------------------------------------------
II.- Que mediante resolución R-DCA-049-2009 de las 8:00 horas del 29 de enero de 2009 se concedió audiencia inicial a la Administración y a los adjudicatarios de los ítemes  2, 3, 4, 5, 6, 7, 11, 15, 18, 20, 23, 28, 31, 34, 35, 36, 38, 40, 45, 53 y 56 para que se pronunciaran si lo tenían bien, sobre el recurso interpuesto. Que mediante auto de las 9:00 horas del 4 de febrero de 2009, procedió esta Contraloría General a atender de oficio las diligencias de adición en relación con la resolución R-DCA-049-2009 de las 8 horas del 29 de enero de 2009, por cuanto se omitió conferir Audiencia Inicial de los recursos de apelación a los adjudicatarios de los ítemes 3 y 18. Ambas resoluciones fueron debidamente notificadas tanto al Banco licitante como a los adjudicatarios de esos ítems. (Ver folios C-1 al C-16 del expediente de apelaciones). Al respecto esta División recibió las contestaciones de los adjudicatarios siguientes: Francisco Obando León en representación del señor Juan Pablo Bello Carranza, Rita Waldina Arce Rojas, Hernán Vega Miranda, Jorge Campabadal Herrero, José Miguel Fonseca Saborío, Carlos Rodríguez Herrera, Ingrid Reischfleger Montero, Ana Victoria Mora Mora, Juan Ignacio Mata Centeno, Deborah Feinzaig Mintz, Lorena Arrazola Coto, Carrie Tung Young, Luis Alberto Carrillo Delgado, Wálter Coto Molina, Fabián Ocampo Zamora, Mayra Amores Hernández, Hubert Rojas Araya, Mario Alberto Sandoval Pineda, Ana Cristina Quesada Cruz, Silvia Gómez Pacheco, Eusebio Agüero Araya, Humberto Piedra Hernández, Alfonso Gerardo Bolaños Alpizar, Giselle Herz Leal, Isabel Montero Mora, María del Rosario Morera Alfaro, Horacio Montealegre Montealegre, Orlando Calzada Miranda, Luis Diego Valdelomar Esquivel, Olger Solís Hernández, Juan Luis Vargas Alfaro, Renato Víquez Jiménez, Silvia María Villalobos Morera, José Angel Ramírez Espionoza, Daniel Gamboa Pereira, Hernán Vega Miranda, Rodrigo Aguilar Sandoval, Manuel Antonio Víquez Jiménez, Livia Meza Murillo, Alvaro Emilio Castro Garnier, Oscar Eduardo Gómez Ulloa, María Adilia Salas Bolaños, Enrique Granados Moreno. También se recibió respuesta del Banco Popular y Desarrollo Comunal mediante el oficio No. PCAD-171-2009. Ver folios D-1 al D-140 del expediente de apelaciones) -------------------------------------------------------------------------------------------------------
III.- Que el 20 de febrero de 2009 se recibió el escrito adicional a su recurso del recurrente Gustavo Adolfo Esquivel Quirós en el cual reitera su tesis de frente a la decisión administrativa de excluirlo del concurso con motivo de la aplicación de la prohibición del artículo 45 de la Ley Orgánica del Banco Popular y Desarrollo Comunal. Igualmente, se recibió con fecha 4 de marzo de 2009 el escrito por parte del recurrente José Javier Vega Araya mediante el cual replica la contestación que dio la adjudicataria Ana Cristina Quesada Cruz. (Ver folios D-63 al D-65, D-89 al D-91) ---------------------------------------------------------------------------------------------

IV.- Que mediante auto de las 10:00 horas del 4 de febrero de 2009, procedió esta Contraloría General a corregir de oficio dos errores materiales incurridos en la resolución R-DCA-049-2009 de previa cita, el primero porque se consignó el número de la Licitación “2007LN-000049-PROV”, cuando lo correcto es “2007LN-000049-PCAD”, y segundo, porque en el hecho probado 1), se indicó que la publicación del acto de adjudicación se realizó en “el diario oficial La Gaceta 103 del 30 de mayo de 2007”, cuando lo correcto es en “el Alcance 55 a la Gaceta 248 del 23 de diciembre de 2008”. --------------------------------------------------------------------------------
V.- Que mediante auto de las 8:00 horas del 6 de febrero de 2009, esta Contraloría General resolvió adicionar de oficio a la resolución de este Despacho No. R-DCA-049-2009 en cuanto a que la petitoria subsidiaria incoada por el señor Murillo Arias, en su calidad de representante de Adrián Granados Monge y otros, para indicarle que la misma sería atendida al momento en que adquiera firmeza la resolución de los recursos de apelación presentados ante este órgano contralor. ---------------------------------------------------------------------------------------
VI.- Que mediante el auto de las 8:00 horas del 12 de marzo de 2009, se concedió audiencia final al Banco licitante, los apelantes y los adjudicatarios de los ítemes impugnados, por un plazo de tres días hábiles para que manifestaran si lo tenían a bien, sus observaciones. Dicha diligencia fue debidamente notificada a todas las partes interesadas en este procedimiento. Al respecto se recibieron las respuestas de las partes siguientes: Fabián Ocampo Zamora, José Angel Ramírez Espinoza, Carlos Luis Rodríguez Herrera, Juan Luis Vargas Alfaro, Oscar Ramos Brenes, Olger Solís Hernández, Ana Victoria Mora Mora, Gustavo Adolfo Esquivel Quirós, Rosa Aguilar Ureña, Walter Coto Molina, Carlos Manuel Venegas Gómez, Livia Meza Murillo, Hicer Linkimer Bedoya, Alejandro Vargas Alfaro, Daniel Gamboa Pereira, Luis Alberto Carrillo Delgado, Ana Cristina Quesada Cruz, Carrie Tung Young, Isabel Montero Mora, Ana Grabiela Moya Salas, Francisco Morera Alfaro, Rita Waldina Arce Rojas, Ferdinand Von Herold Duarte, Gloria Maklouf Weiss, Deborah Feinzaig Mintz, Ingrid Reischfleger Montero, Edgar Quirós Sanchún, Humberto Piedra Hernández, María Adilia Salas Bolaños, Giselle Herz Leal, Mario Alberto Sandoval Pineda, Jorge Campabadal Herrero, José Rafael Cordero González, Ana Lía Cabezas Sibaja, Mario Gómez Pacheco y el Banco Popular y de Desarrollo Comunal mediante oficio No. PCAD-269-2009 (Ver folios D-142 a- D-243 del expediente de apelaciones) -------------------------------------------
VII.- Que la presente resolución se dicta dentro del plazo establecido por ley, habiéndose observado durante su tramitación todas las prescripciones legales y reglamentarias pertinentes. -----------------------------------------------
CONSIDERANDO

I.- Hechos Probados: Para la resolución del presente asunto, se tienen por demostrados los siguientes hechos de interés: 1) Que el Banco Popular y de Desarrollo Comunal —BPDC— promovió la Licitación Pública 2007LN-000049-PCAD, para la contratación de servicios profesionales para notariado externo, acto recaído a favor de Edgar Arroyo Cordero y otros, por cuantía inestimable (Ver el Alcance 55 a la Gaceta 248 del 23 de diciembre de 2008). 2) Las cláusulas del cartel definitivo de la referida licitación que interesan a esta resolución son las siguientes: En los puntos 1.4.1.3 y 1.4.1.4 se exige que el oferente presente declaración jurada en donde manifieste que no le afectan las prohibiciones contempladas en el artículo 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa y en el artículo 45 de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Asimismo, en la disposición 3.1.4.1 se indica: “a)Experiencia como cartulante La asignación de puntos de la experiencia, será con base en la  experiencia notarial como cartulante de escrituras de crédito bancario en las entidades públicas o privadas, que realizan intermediación financiera, de las enumeradas en el artículo 117 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, de la siguiente forma: Se asignarán 0.5 puntos por cada escritura formalizada de crédito bancario a petición de una institución financiera supervisada por la SUGEF, hasta obtener un máximo de 60 puntos.  Como medio probatorio el oferente deberá utilizar el mismo documento que se solicita en el apartado 3.1.4.2, por lo que esa carta de referencia deberá indicarse expresamente la cantidad de escrituras formalizadas a los efectos de hacerse acreedor al puntaje respectivo. En ningún caso la puntuación a otorgar a un oferente por este criterio, será superior a los 60 puntos, independiente del número de escrituras formalizadas. Se aclara que el término o la consideración “crédito bancario” contenida en dicho punto va referido a la experiencia del notario en la formalización de créditos en donde medie intermediación financiera, conforme lo dispuesto en el numeral 116 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, para lo cual se entiende como intermediación financiera la captación de recursos financieros del público, en forma habitual, con el fin de destinarlos, por cuenta y riesgo del intermediario, a cualquier forma de crédito o inversión en valores, independientemente de la figura contractual o jurídica que se utilice y del tipo de documento, registro electrónico u otro análogo en el que se formalicen las transacciones”. y en el punto 3.1.4.2 Referencias por Servicios Prestados a Entidades Financieras sujetas a fiscalización de la SUGEF, indica: “Para la obtención de los puntos de este factor, el oferente debe aportar carta de referencia,  emitida por las diferentes entidades financieras indicadas en el artículo 117 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, a las cuales les haya prestado servicios notariales durante el periodo mínimo de un año. La asignación del puntaje será a razón de la cantidad de años de experiencia y calificación del servicio,  acreditados en cada carta que presente el oferente, ya sea en una sola institución o en varias. Se otorgará 8 puntos a la carta cuya evaluación sea  de BUENO O SUPERIOR A ESE ADJETIVO CALIFICATIVO (MUY BUENO O EXCELENTE) SOBRE LA CALIDAD DEL SERVICIO PRESTADO  y se multiplicará por la cantidad de años completos que acredite la carta. En caso de que la calificación sea de REGULAR O SATISFACTORIA, se asignará 4 puntos a la carta y se multiplicará por la cantidad de años completos acreditados. Si la evaluación es MALO O INSATISFACTORIO no se asignarán puntos. Se aclara que la fecha de referencia hasta la cual se computará el plazo de experiencia en cada carta será el día de su emisión (o sea de esa fecha hacia atrás). Si no se indicara la fecha de emisión en la carta el Banco no asignará ningún puntaje. En ningún caso la puntuación a otorgar a un oferente por este criterio, será superior a los 40 puntos, independientemente del número de años de servicio brindados a las instituciones supervisadas.
Las cartas de referencia que aporte el oferente deben cumplir con los siguientes requisitos:

· Haber sido emitida dentro de los seis meses anteriores a la fecha fijada para la apertura de las ofertas.

· La referencia debe detallar cada período de prestación contractual y la calificación asignada sobre el servicio recibido, cada período debe ser calificado expresamente; no se acepta una calificación que abarque varios períodos.

· La calificación debe indicar y estar referida a la prestación del servicio de notariado realizado por parte del oferente, en aspectos tales como: Puntualidad en el cumplimiento de fechas y horas de formalización; cumplimiento en la entrega de escrituras debidamente inscritas y que estas se hayan ajustado a los términos autorizados por la entidad; que el notario no tenga escrituras pendientes de inscribir ante el Registro Nacional con una antigüedad mayor a dos meses; llamadas de atención de cualquier naturaleza; quejas de los clientes; cumplimiento y puntualidad en la asistencia a reuniones convocadas por la entidad financiera; que no han sido requeridos por incumplimiento de su trabajo como notarios y cualquier otra información que refleje la calidad del servicio prestado. 

· Deben hacer referencia al oferente y al número de carnet del Colegio de Abogados del oferente. No se aceptarán cartas que hagan referencia a terceros, aunque el oferente alegue haber trabajado para o con ellos.

· Las calificaciones deben estar firmadas por la persona autorizada legalmente para acreditar el servicio que brinda el oferente a dicha entidad.

· En caso de que la carta de recomendación sea emitida por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, debe estar firmada por el responsable de la respectiva oficina contralora.

· Solamente se aceptará una carta de recomendación por entidad que sea supervisada  por la SUGEF.

· La medición de los años se computará con años exactos, sea de fecha a fecha, siendo que no se tomarán en cuenta años incompletos, y no será acumulativo si el servicio se brindó al mismo tiempo. Solamente puede acumularse si fue brindado en tiempo diferente, pero que sumado permita computarse en años. /(…)/
3.1.4.3 ADJUDICACIÓN Y CRITERIOS DE DESEMPATE 

Solo resultarán ganadores los primeros lugares de las listas que se establezcan para cada ítem hasta completar la cantidad exacta de abogados  que se requiere en el mismo. En caso de presentarse empate en la calificación, se utilizará como criterio para el desempate, los siguientes elementos en su orden:

A) La oferta que tuviere mayor puntuación en el rubro de experiencia del oferente.

B) Si persiste el empate, la oferta que obtuviere mayor puntuación en el rubro de referencias por servicios prestados a entidades financieras supervisadas por la SUGEF.       

C) Si persiste el empate, se escogerá la oferta de aquellos profesionales que hayan prestado servicios al Banco Popular y de Desarrollo Comunal y cumplan con las condiciones del cartel detalladas anteriormente.

D) De continuar el empate se escogerá la oferta de aquellos profesionales cuyo número de carnet del Colegio de  Abogados sea menor”. (Dicho cartel incluye las enmiendas y las aclaraciones efectuadas al cartel original, cuyos avisos fueron  publicados en la Gaceta No. 113 del 13 de junio del 2007,  en la Gaceta No. 154 del 13 de agosto del 2007 y en la Gaceta No. 216 del 09 de noviembre del 2007 y ver folios del 2594 al 2574 del expediente de la contratación). 3) Que de acuerdo con los estudios técnicos, informe de adjudicación No. 262-2008 del 10 de setiembre de 2008, la apertura de las ofertas se realizó en diciembre de 2007 (Ver folios del 16774 al 16842 del expediente de la contratación). Asimismo, según el oficio ACA-153-2008 del 25 de agosto de 2008 emitido por la Asesoría en Contratación Administrativa de ese Banco, (Folios del 16692 al 16694 del expediente de la contratación) como parte del fundamento de los estudios y de la decisión de la Administración licitante (folios 16822 y 16823 vueltos), se dispuso a excluir las ofertas de Gustavo Adolfo Esquivel Quirós (Oferta 189) y de Lourdes Vindas Carballo (Oferta 167), cuyos cónyuges son funcionarios activos del BPDC. En ese sentido, se indica en dicho oficio que el señor Gustavo Adolfo Esquivel Quirós, cédula 1-725-778, es cónyuge de la señora Milagro Hernández Brenes, funcionaria del BPDC, específicamente titular del Proceso de Crédito del Banco. De acuerdo con el Informe de Adjudicación No. 267-2008 del 20 de agosto de 2008 el señor Mauricio Sánchez Calderón es cónyuge de la oferente Lourdes Vindas Carballo, así, en el oficio del 18 de diciembre de 2008, el MBA Benjamín García Vargas, Gerente del Centro de Servicios de Heredia, hace constar que el señor Mauricio Sánchez Calderón, cédula No. 0401540646 labora para el BPDC en el puesto de Oficial de Servicios y Operaciones Bancarias 2. (Ver folio A-30 del expediente de apelación). Por otra parte, se tiene que las ofertas de los (as) señores  (as), Ferndinand Von Herold (Oferta 193) Gloria Maklouf Weiss(Oferta 192), Ana Lía Cabezas Sibaja (Oferta 185), Edgar Quirós Sanchún (Oferta 95), Ana Lía Cabezas Sibaja (Oferta 185)  Olga Lidia Guerrero Vargas (Oferta 76)  Lorena Arrazola Coto (Oferta 164), Juan Rafael Villagra Coronado (Oferta 47), no fueron adjudicadas en razón de no cumplir con alguno (s) de los requisitos previstos en el cartel. (Ver folios 15733 a 16470 del expediente de la contratación). Asimismo, que las ofertas de los señores Hicer Linkimer Bedoya (Oferta 109), José Javier Vega Araya (Oferta 3), a pesar de haber alcanzado el puntaje total de 100, no fueron adjudicatarias. 4)  Que mediante el oficio DRC-0258-2009 del 05 de febrero de 2009, la Administración realizó un nuevo análisis sobre la calificación de las ofertas, para esos efectos indicó lo siguiente: OFERTA 3: Lic. José Javier Vega Araya. Este oferente obtuvo un 100% de calificación, su recurso no versa sobre la calificación dada a su oferta, sino sobre la asignación de puntaje que se le dio a la oferta No. 71 ya que considera que la carta visible a folio 6504 y 6505 no cumplió con calificar cada periodo anual del servicio prestado.  El punto 3.1.4.2, en la segunda viñeta donde se detallan los requisitos que deben cumplir las cartas, indica expresamente “La referencia debe detallar cada período de prestación contractual y la calificación asignada sobre el servicio recibido, cada período debe ser calificado expresamente; no se acepta una calificación que abarque varios períodos.”  Como vemos, no indica que la valoración del servicio debe ser por año, sino por período de prestación contractual, esto por cuanto un Profesional en Derecho puede haber sido contratado por un período de uno o varios años por lo que es éste período el que se pide calificar y con base en la puntuación que obtenga producto de la valoración que se de al mismo (excelente, muy bueno, bueno, regular o satisfactorio), ésta se multiplicará por el número de años servidos durante ese período contractual.  En el caso de la oferta No. 71, el servicio fue calificado de muy bueno, concepto que se califica con 8 puntos, los cuales, multiplicados por 10 años de servicio ininterrumpido, da un puntaje de 80 puntos por lo que obtuvo el máximo de 60 puntos que corresponden al criterio de referencia. (Ver folios 6504 y 6505). Así las cosas, en nuestro criterio, no lleva razón el recurrente. OFERTA 76:  A nombre de la Licda. Olga Lydia Guerrero Vargas. Indica la oferente que a pesar de que la carta de referencia aportada visible a folios 6697 y 6698 indica que otorgó para el Banco Popular y de Desarrollo Comunal un estimado de 163 escrituras se le calificaron únicamente 75 con lo cual obtuvo una calificación de 77.5% lo cual le impidió resultar adjudicataria en el item No. 38. Efectivamente, hecha una revisión de la oferta, se denota un error material que por supuesto se tradujo en una calificación menor. Precisamente por la terminología ambigua utilizada en la nota, tal y como la misma oferente reconoce, se indicó una cantidad menor de escrituras, siendo lo correcto la cantidad de 163 con lo cual el puntaje correspondiente al criterio de valoración de experiencia (3.1.4.1) sería de un 60% y por lo tanto obtendría una calificación final de un 100%. (Ver folios 6697 y 6698). OFERTA 95: A nombre del Lic. Edgar Quirós Sanchún. El oferente manifiesta su inconformidad porque no se asignó puntaje  en lo que corresponde a la experiencia ya que las dos cartas que presentó ninguna  indica la cantidad de escrituras y que por la tanto debió dársele la posibilidad de subsanar. Las dos cartas que aportó el oferente, visibles a folios 7783 emitida por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal y 7784 del Banco de Costa Rica, no indican el número de escrituras lo cual era un requisito indispensable  que dispuso el cartel en el punto 3.1.4.1 para demostrar la experiencia del oferente. El párrafo tercero de dicho punto claramente señaló: “deberá indicarse expresamente la cantidad de escrituras formalizadas a los efectos de hacerse acreedor del puntaje respectivo”…, y que por lo tanto no lleva razón el recurrente.OFERTA 109: A nombre del Lic. Hicer Linkimer Bedoya.  Este oferente obtuvo un 100% de calificación por lo que su recurso no versa sobre la calificación dada a su oferta, sino sobre algunos aspectos que cuestiona de las ofertas No. 177 y 138.  Sobre la oferta No. 177, alega la supuesta nulidad de la certificación de la cédula de identidad la cual fue otorgada por la esposa del oferente en contravención a lo dispuesto por el artículo 7 inciso c) en relación con el 126 inciso d) del Código Notarial, así como manifiesta que las declaraciones juradas del punto 1.4 no fueron protocolizadas ni se encuentran dentro del texto de la oferta, por lo que son documentos que no debieron ser aceptados por el Banco. Igualmente manifiesta que las cartas de referencia no cumplieron con los requisitos establecidos por el cartel en cuanto a la fecha exacta de cada período.  En cuanto a la oferta No. 138, manifiesta que el oferente es notario en más de tres instituciones contraviniendo el artículo 7 inciso e) del Código Notarial y agrega que las cartas de referencia no cumplieron con los requisitos establecidos por el cartel. Igualmente manifiesta que las cartas de referencia no cumplieron con los requisitos establecidos por el cartel en cuanto a la fecha exacta de cada período.  En cuanto a la oferta No. 177, los aspectos cuestionados corresponden a aspectos reglamentarios que no fueron objeto de revisión ni de valoración por parte de estas Direcciones Regionales ya que el análisis de los mismos estuvo a cargo del Proceso de Contratación Administrativa. No obstante lo anterior, hecha una revisión de la oferta, vemos que efectivamente la certificación de la fotocopia de la cédula de identidad del oferente, visible a folios 11608 y 11609, fue otorgada por la Notaria Pública Astrid Binns Rodríguez, sin embargo, de dicho documento no es posible deducir la relación conyugal entre la Notaria y el oferente, máxime que tampoco se registra en la misma el número de cédula de identidad de la Notaria, sino únicamente el número de carnet; información que resulta indispensable para tener certeza que se trata de la misma persona que se menciona en la Certificación de Matrimonio aportada por el recurrente.  Aclarado este punto, efectivamente el inciso c) del artículo 7 del Código Notarial dispone la prohibición de autorizar actos notariales donde medie un interés por parte del Notario o de su cónyuge, entre otros, sin embargo, por tratarse la fotocopia de la cédula de identidad de un documento subsanable según lo establecido por los artículos 80 y 81 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, queda a criterio de ese Proceso proceder conforme a lo establecido reglamentariamente. Las mismas razones expuestas anteriormente (en cuanto son aspectos reglamentarios de revisión a cargo de ese Proceso e igualmente subsanables) resultan de aplicación para las declaraciones juradas del punto 1.4. las cuales se encuentran dentro del texto de la oferta por lo que, en criterio de los suscritos, fueron otorgadas correctamente, según consta en el folio 11633; esto en aplicación del principio de integridad de la oferta regulado por el artículo 66 del citado Reglamento. En cuanto a la carta de referencia, la carta visible a folios 11629 y 11630 cumple con lo dispuesto por el punto 3.1.4.2, el cual, en la segunda viñeta, donde se detallan los requisitos que deben cumplir las cartas, indica expresamente “La referencia debe detallar cada período de prestación contractual y la calificación asignada sobre el servicio recibido, cada período debe ser calificado expresamente; no se acepta una calificación que abarque varios períodos.”  Como vemos, el cartel en ningún momento indica que la valoración del servicio debe ser por año, sino que debe ser por período de prestación contractual, esto por cuanto precisamente un Profesional en Derecho puede haber sido contratado por un período de uno o varios años por lo que es éste período el que se pide calificar y con base en la puntuación que obtenga producto de la valoración que se de al mismo (excelente, muy bueno, bueno, regular o satisfactorio), ésta se multiplicará por el número de años servidos durante ese período contractual.  En el caso de la oferta No. 177, el período de la prestación contractual fue desglosado por año (1997, 1998, 1999, etc. hasta el 2006), lo cual no contradice el pliego cartelario, por lo que siendo que el periodo fue calificado de bueno (concepto que se califica con 8 puntos) y multiplicado por 10 años de servicio ininterrumpido, da un puntaje de 80 puntos por lo que obtuvo el máximo de 60 puntos que corresponden al criterio de referencia. (Ver folios 1608, 11609, 11629 y 11630). Así las cosas, en nuestro criterio, no lleva razón el recurrente. En cuanto a la oferta No. 138, el punto 2.2.14 del cartel dispone que “el oferente que resulte adjudicatario se obliga a dar prioridad en el servicio a contratar con el Banco Popular y de Desarrollo Comunal y deberá atender los requerimientos según se consigna en la cláusula 2.2.13 de este pliego cartelario, por lo que no podrá ser al mismo tiempo notario de más de tres entidades financieras supervisadas por la SUGEF, debiendo consignar mediante declaración jurada dicha condición.” En este sentido, revisada la oferta vemos que en los folios 9789 y 9790, el oferente manifestó su aceptación y cumplimiento al punto 2.2.14, lo cual demostró con la declaración jurada visible al folio 9749 del expediente, en la cual declaró bajo juramento que en caso de resultar adjudicatario no será Notario en más de tres entidades financieras supervisadas por la SUGEF, cumpliendo así con lo dispuesto por el cartel.  Siendo así, corresponde al recurrente la carga de la prueba a fin de demostrar fehacientemente el incumplimiento de la oferta No. 138, ya que según se desprende del recurso, únicamente hace mención de este alegato sin aportar prueba alguna que lo respalde, como en derecho corresponde. En cuanto a las cartas de referencia, la carta visible a folio 9747 cumple con lo dispuesto por el punto 3.1.4.2, el cual, en la segunda viñeta, donde se detallan los requisitos que deben cumplir las cartas, indica expresamente “La referencia debe detallar cada período de prestación contractual y la calificación asignada sobre el servicio recibido, cada período debe ser calificado expresamente; no se acepta una calificación que abarque varios períodos.”  Como vemos, el cartel en ningún momento indica que la valoración del servicio debe ser por año, sino que debe ser por período de prestación contractual, esto por cuanto precisamente un Profesional en Derecho puede haber sido contratado por un período de uno o varios años por lo que es éste período el que se pide calificar y con base en la puntuación que obtenga producto de la valoración que se de al mismo (excelente, muy bueno, bueno, regular o satisfactorio), ésta se multiplicará por el número de años servidos durante ese período contractual.  En el caso de la oferta No. 138, el período de la prestación contractual del 01 de marzo de 1978 a la fecha de emisión de la carta 04 de diciembre del 2007, calificado de excelente (concepto que se califica con 8 puntos) y multiplicado por 29 años de servicio ininterrumpido, da un puntaje mucho mayor a los 60 puntos establecidos como máximo puntaje al criterio de referencia. (Ver folios 9747, 9749, 9789 y 9790). Así las cosas, en nuestro criterio, no lleva razón el recurrente. OFERTA 164: A nombre de la Licda. Lorena Arrazola Coto.  Manifiesta la recurrente que en la calificación de su oferta no fueron consideradas las 151  escrituras que las cartas de referencia acreditaron y por lo tanto, solo se computaron 112 por lo que su puntaje fue menor al que dice le correspondía. Hecha una revisión de la oferta, se denota un error material dado que las cartas fueron valoradas según los requisitos establecidos por el punto 3.1.4.2, lo cual se tradujo en una calificación menor y por lo tanto se indicó una cantidad menor de escrituras, siendo lo correcto la cantidad de 151 con lo cual el puntaje correspondiente al criterio de valoración de experiencia (3.1.4.1) sería de un 60% y por lo tanto obtendría una calificación final de un 100%.  En tal sentido, se reconocen como experiencia 87 escrituras otorgadas ante el Banco Popular y la acreditación de 25 y 39 escrituras otorgadas ante el Banco de Costa Rica en un período comprendido entre el 30 de junio de 1999 al 30 de junio del 2007. (Ver folios 11128 a 11136). OFERTA 185:  A nombre de la Licda. Ana Lía Cabezas Sibaja. Indica la oferente que no fueron tomadas en cuenta para efectos de calificación las escrituras otorgadas ante las entidades cooperativas y que por lo tanto se le calificaron únicamente 41 con lo cual obtuvo una calificación de 60.5% lo cual le impidió resultar adjudicataria en los ítems concursados. Efectivamente, hecha una revisión de la oferta, se denota un error material que por supuesto se tradujo en una calificación menor. Precisamente por tratarse de entidades cooperativas que fueron liquidadas y por lo tanto no se registran dentro del grupo de entidades supervisadas por la SUGEF actualmente, se tomó en cuenta para valoración una cantidad menor de escrituras, siendo lo correcto la cantidad de 141 correspondientes a 30 otorgadas ante Siglas Fedecrédito R.L. y 111 otorgadas ante Coovivienda R.L. con lo cual el puntaje correspondiente al criterio de valoración de experiencia (3.1.4.1) sería de un 60% y por lo tanto obtendría una calificación final de un 100%.. En cuanto a las demás cartas, éstas no se toman en cuenta por cuanto el cartel, en el punto 3.1.4.2, en los requisitos que deben tener las cartas, en la última viñeta señala que no será acumulativo el cómputo de los años si el servicio se brindó al mismo tiempo.  Con base en ello, vemos que los otros períodos certificados están contemplados dentro del plazo  certificado por las citadas Cooperativas, por lo que de acuerdo con esta disposición cartelaria ello implicaría una acumulación que está prohibida por el propio cartel, amén de que la oferente obtuvo el máximo permitido en este punto  (Ver folios 11982 a 11989). OFERTA 192: A nombre de Licda. Gloria Maklouf Weiss. Indica la oferente que no fueron tomadas en cuenta para efectos de calificación cartas que acreditaban su experiencia así como las referencias emitidas por Fideicomisos y que por lo tanto obtuvo una calificación de 0% lo cual le impidió resultar adjudicataria en los ítems concursados. Efectivamente, hecha una revisión de la oferta, se denota un error material que por supuesto se tradujo en una calificación menor. Precisamente por tratarse de Fideicomisos que no se registran dentro del grupo de entidades supervisadas por la SUGEF actualmente, no se tomó en cuenta para valoración las cartas aportadas donde se acredita la experiencia en la formalización de operaciones de crédito que provienen de la administración de un Fideicomiso donde los Fideicomitentes son precisamente entidades financieras supervisada por la SUGEF como Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Banco Crédito Agrícola de Cartago, Banco Cooperativo Costarricense (actualmente liquidado), según consta a folios 12345 a 12350. De acuerdo con la revisión efectuada y tratándose de periodos no acumulativos, se tiene por acreditada una experiencia de 13 años en total en períodos de julio de 1992 a 1999 (7 años) con 207 escrituras otorgadas; enero del 2000 a diciembre del 2002 (3 años) con 54 escrituras otorgadas y diciembre del 2003 a setiembre del 2007 (3 años) con 87 escrituras otorgadas para un total de 348 escrituras formalizadas, obteniendo 60%. Todos los periodos de la contratación fueron calificados como muy buenos por lo que obtendría un total de 40% para una calificación total de 100%. En cuanto a las demás cartas, éstas no se toman en cuenta por cuanto el cartel, en el punto 3.1.4.2, en los requisitos que deben tener las cartas, en la última viñeta señala que no será acumulativo el cómputo de los años si el servicio se brindó al mismo tiempo.  Con base en ello, vemos que los otros períodos certificados están contemplados dentro del plazo  certificado por los citados Fideicomisos, por lo que de acuerdo con esta disposición cartelaria ello implicaría una acumulación que está prohibida por el propio cartel, amén de que la oferente obtuvo el máximo permitido en este punto  (Ver folios 12345 a 12350). OFERTA 193: a nombre del Lic. Ferdinand Von Herol, indica que no fueron tomadas en cuenta para efectos de calificación cartas que acreditaban su experiencia así como las referencias emitidas por Fideicomisos y que por lo tanto obtuvo una calificación de 0% lo cual le impidió resultar adjudicatario en los ítems concursados. Efectivamente, hecha una revisión de la oferta, se denota un error material que por supuesto se tradujo en una calificación menor. Precisamente por tratarse de Fideicomisos que no se registran dentro del grupo de entidades supervisadas por la SUGEF actualmente, no se tomó en cuenta para valoración las cartas aportadas donde se acredita la experiencia en la formalización de operaciones de crédito que provienen de la administración de un Fideicomiso donde los Fideicomitentes son precisamente entidades financieras supervisada por la SUGEF como Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Banco Crédito Agrícola de Cartago, Banco Cooperativo Costarricense (actualmente liquidado), según consta a folios 12396 a 12400. De acuerdo con la revisión efectuada y tratándose de periodos no acumulativos, se tiene por acreditada una experiencia de 8 años en total en períodos de julio de 1992 a febrero de 1995 (2 años) con 35 escrituras otorgadas; enero del 2000 a diciembre del 2002 (3 años) con 23 escrituras otorgadas y diciembre del 2003 a setiembre del 2007 (3 años) con 31 escrituras otorgadas para un total de 89 escrituras formalizadas, obteniendo 44.5%. Todos los periodos de la contratación fueron calificados como muy buenos por lo que obtendría un puntaje de 40% para una calificación total de 84.5% En cuanto a las demás cartas, éstas no se toman en cuenta por cuanto el cartel, en el punto 3.1.4.2, en los requisitos que deben tener las cartas, en la última viñeta señala que no será acumulativo el cómputo de los años si el servicio se brindó al mismo tiempo.  Con base en ello, observa que los otros períodos certificados están contemplados dentro del plazo  certificado por los citados Fideicomisos, por lo que de acuerdo con esta disposición cartelaria ello implicaría una acumulación que está prohibida por el propio cartel (Ver folios 12396 a 12400).  (Ver folios 17888 a 17895 del expediente de la contratación) 5) Que mediante oficio No. PCAD 171-2009 de fecha 13 de febrero de 2009 el Banco Popular dio respuesta a la audiencia inicial dentro de este procedimiento, para ello se fundamentó en el oficio No. DR-05-2009, citado en el hecho anterior. 6) Que se revisó la carta de referencia aportada por la oferente Ana Cristina Quesada Cruz con fecha 6 de diciembre de 2007, visible a los folios 6504 y 6505, la cual consigna que ella ha formalizado 502 escrituras durante el periodo que ha prestado servicios a esa Institución, que son escrituras de formalización de créditos bancarios. Agrega, que el periodo el cual la Licda. Quesada Cruz ha prestado servicios notariales al Banco Popular ha sido desde el día doce de diciembre de mil novecientos noventa y seis y hasta la presente fecha , sin interrupciones, cuya calificación es de muy buena. 7) Que mediante escritos de 17 de marzo de 2009, en réplica a la audiencia final concedida por esta División, los recurrentes Ferdinand Von Herold Duarte y Gloria Maklouf Weiss, manifestaron que ellos presentaron las ofertas desde el año 2007, siendo que la señora Von Herold Duarte  fue nombrada como diputada a partir del 16 de octubre de 2008 (Ver folios D-200 al D-205 del expediente de apelación).8) Que se revisó la oferta 177 del señor Daniel Gamboa Pereira en la cual consta el número de su cédula de identidad, además, se encuentra adjunta la certificación extendida por la Licda. Astrid Binns Rodríguez y la fotocopia de la cédula de identidad del señor Gamboa Pereira  (Ver folios 11608, 11609 y 11638 del expediente de la contratación). Visible a folios  11629 y 11630 aparece una carta de referencia de fecha 21 de noviembre de 2007 emitida por el Banco Popular en donde se consignan los datos siguientes: El periodo de 14 años de servicios por el señor Gamboa así como su calificación. 9) Que se revisó la oferta 138 del señor Walter Coto Molina, en donde se observa que las cartas de referencia contienen los datos siguientes: Los periodos de prestación del servicio y su calificación (Ver folios 9744 a 9747 del expediente de contratación) 10) Que según el alcance 55 a la Gaceta No. 248 del 23 de diciembre de 2008 para el ítem 36 se adjudicaron únicamente 4 plazas de las 8 que salieron a concurso. 11)  Que se revisaron las cartas de referencia aportadas por el señor Quirós Sanchún, las cuales son visibles a folios 7783 y 7784 del expediente de la contratación emitidas respectivamente por el Banco Popular –Sucursal Nicoya y Banco de Costa Rica, en donde no se refiere a la cantidad de escrituras otorgadas por el oferente en los correspondientes prestación del servicio.  Por su parte, se revisaron las cartas ofrecidas por ese apelante en su recurso, en las cuales si se aclara que para el Banco Popular el señor Quirós Sanchún realizó más de 500 escrituras y para el Banco de Costa Rica  más 300 escrituras (Ver folios A-118 y A-119 del expediente de apelación) 12) Que se revisó la carta  que consta a (folios 5254 y 5255 del expediente de  la licitación)  aportada por el señor Juan Rafael Villagra Coronado. Ésta no indica fecha de emisión y señala los periodos anuales de prestación de servicios desde 1997 hasta el 2006 con más de 120 escrituras, además, que no ha sido requerido por incumplimiento de su ejercicio notarial e indica de muy buena su prestación de servicios. -----------------------
II. SOBRE LA LEGITIMACIÓN Y FONDO: 1) Sobre el recurso de apelación de José Javier Vega Araya. El apelante interpuso el recurso de apelación por considerar en concreto que su oferta, a pesar de haber obtenido los 100 puntos, al igual que las ofertas adjudicadas, resultó excluida mediante el criterio de desempate previsto en el cartel, siendo que una de las ofertas adjudicadas, la que corresponde a la Licda. Ana Cristina Quesada Cruz, adolece de un vicio al incumplir con el requisito de validez contemplado en el punto 3.1.4.2 del pliego cartelario, ya que en la carta de referencia que certifica los servicios prestados a entidades financieras, no indica la calificación expresa de cada periodo anual de servicio, lo cual era un requisito y al no ser considerado por la Administración, genera una ventaja indebida a la adjudicataria sobre los demás oferentes que obtuvieron una puntuación total de 100. La adjudicataria Ana Cristina Quesada Cruz en lo que interesa manifiesta, que rechaza el recurso porque este apelante incumple con el requisito previsto en la cláusula 2.2.3 cartelaria, según debía presentar una certificación de la DNN en donde se hiciera constar la dirección de la oficina. Aunado a ello, la carta ofrecida por él incumple con los requisitos de la cláusula 3.1.4.2 del cartel. Aduce que él confunde la “calificación del periodo de la prestación contractual por parte de contratantes previos de servicios notariales” con la “valuación de los servicios prestados con la asignación de puntos por cada año durante el cual haya prestado servicios notariales a entidades supervisadas por la SUGEF”, por lo tanto solicita que se rechace el recurso. La Administración: indica que este oferente obtuvo un 100% de calificación y que su recurso no versa sobre la calificación dada a su oferta, sino sobre la asignación de puntaje que se le dio a la oferta No. 71, ya que considera que la carta visible a folio 6504 y 6505 no cumplió con calificar cada periodo anual del servicio prestado.  El punto 3.1.4.2, indica expresamente “La referencia debe detallar cada período de prestación contractual y la calificación asignada sobre el servicio recibido, cada período debe ser calificado expresamente; no se acepta una calificación que abarque varios períodos.” Manifiesta la Administración que como se ve, no indica que la valoración del servicio debe ser por año, sino por período de prestación contractual, por lo que es éste el que se pide calificar y con base en la puntuación que obtenga producto de la valoración que se de al mismo (excelente, muy bueno, bueno, regular o satisfactorio), ésta se multiplicará por el número de años servidos durante ese período contractual.  Agrega, que en el caso de la oferta No. 71, el servicio fue calificado de muy bueno, concepto que se califica con 8 puntos, los cuales, multiplicados por 10 años de servicio ininterrumpido, da un puntaje de 80 puntos por lo que obtuvo el máximo de 60 puntos que corresponden al criterio de referencia. (Ver folios 6504 y 6505 del expediente de la contratación). Criterio para resolver: La cláusula 3.14.2 del cartel establece que para la obtención de los puntos de ese factor, el oferente debía aportar carta de referencia, emitida por las diferentes entidades financieras indicadas en el artículo 117 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, a las cuales les haya prestado servicios notariales durante el periodo mínimo de un año, siendo que la asignación del puntaje será a razón de la cantidad de años de experiencia y calificación del servicio, acreditados en cada carta que presente el oferente, ya sea en una sola institución o en varias. Para ello, en dicha disposición cartelaria se establece que se otorgará 8 puntos a la carta cuya evaluación sea  de bueno o calificativo superior a este adjetivo sobre la calidad del servicio prestado; de 4 puntos cuya calificación sea de regular o satisfactoria y con cero puntos si es calificado de malo el servicio (hecho probado 2). En el caso particular de la oferente Ana Cristina Quesada (Oferta 71), una vez realizado el análisis de la carta ofrecida por ella, mediante la cual acredita la prestación de servicios a las entidades financieras sujetas a fiscalización de la SUGEF (hecho probado 6), se observa que en efecto, dicho memorial consigna un periodo de alrededor de 10 años de servicios prestados al BPDC, cuya calificación es de muy buena, con lo cual, alcanza 80 puntos, pero, que conforme al sistema de evaluación, la nota máxima en ese rubro de valoración es de 40 puntos, tal y como lo asignó el propio Banco licitante. Por lo antes expuesto, esta División estima que la Licda. Quesada Cruz cumple con lo exigido en la cláusula 3.1.42 del cartel, antes citada. Dicho lo anterior, se procede a declarar sin lugar el recurso interpuesto por el Lic. José Javier Vega Araya en virtud de carecer de legitimación e improcedencia manifiesta al  no acreditar su mejor derecho a la adjudicación de la licitación de marras. 2) Respecto de los recursos de apelación de Ferdinand Von Herold Duarte y Gloria Maklouf Weiss. Los apelantes alegan errónea valoración en los puntos 3.4.1.1 y 3.4.1.2 del cartel, ya que presentaron cartas pero no fueron reconocidas por la Administración licitante. Asimismo, debido a que sus ofertas fueron presentadas con anterioridad al nombramiento como diputada de la señor Von Herold Duarte era imposible presentar los levantamientos de prohibición respectivos, puesto que la prohibición contempladas en los artículos 22 y 22 bis de la Ley de Contratación aplican a futuro, por lo tanto no les afecta para el presente concurso. Los Adjudicatarios: El señor Hernán Vega Miranda: indica que los extremos aducidos por los reclamantes no afectan la adjudicación de la plaza en el Centro de Servicios Financieros Catedral del suscrito, en razón de que la calificación obtenida por el suscrito es superior a la obtenida por los demás reclamantes. Horacio Montealegre Montealegre y Orlando Calzada Miranda, manifiestan que los análisis de las ofertas elaborados por el banco, se encuentran a derecho y a tono con las estipulaciones cartelarias, además hace mención a los recursos presentados por, Gloria Maklouf Weiss y Ferdinand Von Herold, indicando que ambos expresan de forma general y vaga, que sus ofertas cumplen con lo estipulado en los apartados 3.1.4.1 y 3.1.4.2, sin exponer cómo y por qué cumplen, además las cartas que aportan son de la misma entidad, misma que no se encuentra sujeta a fiscalización de la SUGEF, siendo  que en la cláusula 3.1.4.2 se indica que sólo se aceptaría una carta de recomendación por entidad, por lo tanto no cumple con los requerimientos cartelarios. Silvia  Gómez Pacheco considera que deben ser rechazados los recursos interpuestos debido a que el acto de adjudicación fue realizado conforme a la ley y que estos apelantes no pueden resultar adjudicatarios porque incumplen los artículos 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa, quedando prohibido para la Administración contratar con ellos. La Administración manifiesta que si bien ambos recurrentes indicaron en sus ofertas por medio de la declaración jurada de rigor que no se veían afectados por el régimen de prohibiciones establecido en los artículos 22 y 22 Bis de la Ley de Contratación Administrativa (12422 y 12371 respectivamente), tal parece que los impugnantes dejaron de lado que en el caso del primero –el Lic. Von Herold Duarte- es hermano de una diputada actual de la Asamblea Legislativa, la Dra. Edine Von Herold Duarte, por lo que tiene un segundo grado de consanguinidad y le alcanza la prohibición que se establece en el numeral 22 Bis, inciso h), de la Ley de Contratación Administrativa; y en el caso de la segunda –la Licda. Maklouf Weiss- no señaló que es la esposa del Lic. Ferdinand Von Herold, y por ende es cuñada de la diputada Dra. Edine Von Herold, por lo que tiene un segundo grado de afinidad con ella, y por ende igualmente se ve afectada por la prohibición del inciso h) ya citado. Sin embargo es necesario señalar que de conformidad con lo que establece el artículo 23 de la Ley de Contratación Administrativa, pudiera ser que esta prohibición que adolecen estos dos oferentes fuera levantada por parte del órgano contralor, pero todo hace parecer que en el caso presente esa gestión no la hicieron ambos recurrentes, pues no presentaron en sus ofertas, tal y como lo dispone el artículo 24 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, la copia de resolución  respectiva por medio de la cual demostraban que habían gestionado el levantamiento de la incompatibilidad, y que ese órgano contralor les había resuelto de manera favorable, para poder haber ofrecido de manera válida en este concurso, pues como se sabe y lo dispone ese mismo artículo 24, el levantamiento de prohibición surte efectos hacia el futuro, no hacia el pasado, por lo que para poder participar en este concurso era absolutamente necesario haber gestionado antes de la apertura de ofertas el levantamiento respectivo. Así las cosas,  parece que ambos recurrentes carecen de legitimación, puesto que el vicio que tienen sus propuestas hace que sean nulas, de conformidad con  lo que establece el artículo 25 de la Ley de Contratación Administrativa, y por ende sus recursos deben ser rechazados por ser improcedentes de manera manifiesta, tal y como lo disponen los artículos 86 de la Ley de Contratación Administrativa y 180, inciso a), del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, y se solicita por lo tanto a el órgano contralor  los rechace por esa razón. Agrega, que toda esta información se evidenció ante consulta en le página del Tribunal Supremo de Elecciones (folios 17931 a 17934). Criterio para resolver: De conformidad con el régimen de prohibiciones previsto en los artículos 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa,  se limita la participación en aras de proteger un interés público mayor, que es la transparencia en las contrataciones públicas, con el fin de evitar situaciones de conflicto en las que puedan comprometerse los intereses de la propia Administración licitante. Desde luego, estas limitaciones son materia de reserva de ley, por lo que a pesar de su finalidad, su aplicación debe circunscribirse a lo dispuesto en la normativa respectiva. De ese modo, se ha establecido un régimen de prohibiciones en atención al orden público, el cual se encuentra regulado en los artículos antes citados. Particularmente para el caso que nos ocupa, el inciso a) del artículo 22 bis de dicho cuerpo legal dispone que, están inhibidos de participar, directa o indirectamente, como oferentes en los procedimientos de contratación administrativa, “El presidente y los vicepresidentes de la República, los ministros y los viceministros, los diputados a la Asamblea Legislativa,… En los casos de puestos de elección popular, la prohibición comenzará a surtir efectos desde que el Tribunal Supremo de Elecciones declare oficialmente el resultado de las elecciones”. Correlativamente, inciso h) de ese artículo establece que también estarán inhibidos de participar en los procesos de contratación “El cónyuge, el compañero o la compañera en la unión de hecho, de los funcionarios cubiertos por la prohibición, así como sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado inclusive”. No obstante, valga observar que el propio legislador en el artículo 23 de esa Ley, habilitó la posibilidad de levantar dicha prohibición. Para ello, el numeral 22 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, dispone que la incompatibilidad generada por la prohibición dispuesta por el inciso h) del artículo 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa, podrá ser levantada por la Contraloría General de la República mediante resolución motivada, cuando las personas allí descritas demuestren que se dedican, en forma habitual, a desarrollar la misma actividad o función potencialmente objeto de una contratación administrativa, por lo menos un año antes del surgimiento del supuesto de la prohibición. Dicho lo anterior, es necesario analizar la condición en que se encuentran ambos recurrentes, en vista del parentesco que le atribuye la Administración licitante. De acuerdo con las pruebas que obran en los expedientes de contratación y  de las apelaciones, se tiene por acreditado que el Lic. Ferdinand Von Herold es hermano de la diputada Dra. Edine Von Herold Duarte y por otra parte, la Licda. Gloria Maklouf Weiss es cónyuge del Lic. Ferdinand Von Herold, es decir, tiene parentesco por afinidad con la indicada diputada, tal y como lo reconocen los propios recurrentes según escritos de fecha 18 de marzo del año en curso (Ver  hecho probado 7). Así las cosas, es criterio de esta División que a ellos si les alcanza la prohibición que contempla el artículo 22 bis inciso h) de la Ley de Contratación Administrativa (LCA). Ahora bien, se alega por parte de los recurrentes que dicha prohibición no sería aplicable, en razón que la señora diputada fue nombrada desde el 16 de octubre de 2008 y sus ofertas fueron presentadas al concurso de marras, en el año 2007, por lo que no podrían haber gestionado ni aportado con la oferta, gestión alguna que viniera a levantar una prohibición que no tenía en ese momento, y que en ningún análisis posterior se hiciera prevención de cumplir con tal requisito, en virtud de un hecho sobreviniente que no era previsible ni aceptable de ser excluida sus ofertas por ello. En relación con este punto, es necesario traer a colación el párrafo segundo del artículo 22 de la LCA que dice: “Existirá prohibición sobreviniente, cuando la causal respectiva se produzca después de iniciado el procedimiento de contratación y antes del acto de adjudicación. En tal caso, la oferta afectada por la prohibición no podrá ser adjudicada; se liberará al oferente de todo compromiso con la Administración y se le devolverá la respectiva garantía de participación” Nótese que en efecto, que la licitación pública de interés, inició en el mes de diciembre de 2007 (hecho probado 3) y la Dra. Edine Von Herold Duarte fue nombrada como diputada en octubre de 2008 (Hecho probado 7), es decir  la causal sobreviniente se produjo después de iniciado el procedimiento y antes del acto de adjudicación, lo cual sin lugar a dudas afecta a los aquí recurrentes, a quienes no le asiste el derecho a la adjudicación de la presente licitación, más aún, cuando se echa de menos la realización de algún trámite para el levantamiento de la incompatibilidad. Por ello, de conformidad con el artículo 86 de la Ley de Contratación Administrativa y los artículos 177 y 180 del Reglamento de Contratación Administrativa, los recursos interpuestos se rechazan de plano por falta de legitimación e improcedencia manifiesta. Al tenor del artículo 183 del Reglamento de Contratación Administrativa, se deja de considerar otros aspectos alegados por resultar innecesario a los efectos de la presente resolución. 3) Sobre el  recurso de apelación de Hicer Linkimer Bedolla. El apelante alega que su oferta es la 109 y participó para el ítem 56, además, que obtuvo el 100% pero quedó excluido del concurso. Asimismo, manifiesta que la oferta No. 177 de Daniel Gamboa Pereira no es elegible por lo siguiente: a) La esposa de él, quien es abogada fue la que certificó la copia de la cédula de identidad, por lo que contraviene el artículo  7 inciso c del Código Notarial. b) Las declaraciones aportadas por ese participante, no fueron protocolizadas, por lo cual incumplió con el punto 1.4 del cartel. c) Las cartas de referencias aportadas por él no cumplen con los requisitos del cartel. Además, alega contra la oferta No. 138 de Wálter Coto Molina que él trabaja en más de 3 instituciones y aún así se le adjudicó, con lo cual contraviene el artículo 7 inciso e del Código Notarial, asimismo, que las cartas de la oferta 138 no cumple con los requisitos del cartel. Los Adjudicatarios: Daniel Gamboa Pereira (oferta No. 177) indica que el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Hicer Linkimer Bedoya, no lleva razón porque su oferta fue presentada de forma completa y que el motivo de que su esposa haya certificado las copias de su cédula de identidad, no contraviene el inciso c) del artículo 7 del Código de Notariado, porque dicha prohibición lo que pretende es evitar es que se autoricen actos o contratos  y dicha certificación no es un acto ni contrato. En cuanto a la declaración jurada, la misma puede ser privada o autenticada, ello de conformidad con el artículo 65 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Además, en una enmienda al cartel se modificó el requisito de que la misma fuera protocolizada, por lo tanto lo procedente es no declarar con lugar el recurso de apelación del Lic. Linkimer. Por su parte, el señor Walter Coto Molina: se refiere al recurso de apelación interpuesto por Hicer Linkimer Bedoya y dice que en lo concerniente a los vicios señalados por el mismo respecto a la oferta del suscrito, el primero al indicar que soy notario externo de más de tres instituciones públicas, lo cual contraviene los artículos 8 y 9 del Código Notarial, lo cual no  impide al suscrito participar, ya que dicha prohibición o restricción aplica para los notarios que resulten adjudicatarios y en cuanto al segundo señalado,  se refiere a que las cartas aportadas no cumplen con los requisitos previstos en el punto 1.1.4.1 del cartel, ya que no indican los periodos completos en la prestación del servicio y no se pueden computar los años y por ende, no merece puntuación en ese rubro, manifiesta que sus cartas fueron presentadas atendiendo a los requisitos cartelarios, siendo que en cada una de las cartas se pueden contar los periodos completos y más bien cada periodo sobrepasa lo requerido en el cartel. Agrega, que las cartas del Banco Crédito Agrícola de Cartago, Banco Nacional de Costa Rica, consigan cada una el periodo del 1 de marzo de 1978 a la fecha, abarca 29 años multiplicado por 8 puntos, le otorga los 40 puntos de puntaje que establece el cartel. La carta del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, el periodo de 1 enero de 1997 a la fecha, y según el cartel se debe tener como fecha 13 de setiembre de 2007, lo cual el periodo de esa carta es de 10 años, multiplicado por 8 puntos, le otorga los 40 puntos, por ello, considera que se debe rechazar el recurso de apelación. Por su parte, la Administración aduce en relación con la oferta 177, que el cartel solicitaba claramente aportar fotocopia certificada por un notario público de la cédula de identidad del oferente, requisito de admisibilidad que cumplió a cabalidad la oferta No. 177 presentada por el Lic. Daniel Gamboa Pereira, por lo que no se tiene por incumplido ningún aspecto reglamentario tal y como lo quiere hacer ver el apelante. Además, considerando el escenario de que este llevara razón en sus alegatos, este pequeño incumplimiento por así llamarlo, no sería un elemento suficiente para poder descartar a dicha plica, por cuanto el mismo es totalmente subsanable. Asimismo, la Administración no está obligada a investigar a cada oferente, ni mucho menos a las personas que le certificaron los documentos que así lo requerían para la presentación la su propuesta, por cuanto sería una tarea difícil de determinar en el plazo establecido para la adjudicación, además de que la Administración siempre actúa bajo la premisa de buena fe. En cuanto a las declaraciones juradas aportadas por el mismo profesional Gamboa Pereira, no se encuentra ninguna inconsistencia, toda vez que este las presentó según lo permitían las mismas reglas cartelarias en su punto 1.4. “Referente a declaraciones juradas, se aclara que las mismas deben ser protocolizadas y pueden aportarse en forma conjunta o por separado, tal y como lo establece el primer párrafo del artículo 65 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa “… Estas serán admisibles en documento separado o bien como parte del texto de la propuesta.” Siendo que estas declaraciones juradas fueron presentadas como parte del texto de la propuesta (folio 11633), por lo que evidentemente no existe ninguna irregularidad, en la presentación de las declaraciones juradas que aportó en su momento el Lic. Gamboa. Por lo tanto, se reitera que el apelante, no lleva razón en sus alegatos, pues se ha podido demostrar que no existe ninguna inconsistencia con la documentación aportada y la forma en que esta se presentó. Manifiesta la Administración licitante, que revisada  la oferta 138, en los folios 9789 y 9790, el oferente manifestó su aceptación y cumplimiento al punto 2.2.14, lo cual demostró con la declaración jurada visible al folio 9749 del expediente, en la cual declaró bajo juramento que en caso de resultar adjudicatario no será Notario en más de tres entidades financieras supervisadas por la SUGEF, cumpliendo así con lo dispuesto por el cartel.  Siendo así, corresponde al recurrente la carga de la prueba a fin de demostrar fehacientemente el incumplimiento de la oferta No. 138, ya que según se desprende del recurso, únicamente hace mención de este alegato sin aportar prueba alguna que lo respalde, como en derecho corresponde. En cuanto a las cartas de referencia, la carta visible a folio 9747 cumple con lo dispuesto por el punto 3.1.4.2, el cual, en la segunda viñeta, donde se detallan los requisitos que deben cumplir las cartas, indica expresamente “La referencia debe detallar cada período de prestación contractual y la calificación asignada sobre el servicio recibido, cada período debe ser calificado expresamente; no se acepta una calificación que abarque varios períodos.”  Como se ve, el cartel en ningún momento indica que la valoración del servicio debe ser por año, sino que debe ser por período de prestación contractual, esto por cuanto precisamente un Profesional en Derecho puede haber sido contratado por un período de uno o varios años por lo que es éste período el que se pide calificar y con base en la puntuación que obtenga producto de la valoración que se de al mismo (excelente, muy bueno, bueno, regular o satisfactorio), ésta se multiplicará por el número de años servidos durante ese período contractual.  En el caso de la oferta No. 138, el período de la prestación contractual del 01 de marzo de 1978 a la fecha de emisión de la carta 04 de diciembre del 2007, calificado de excelente (concepto que se califica con 8 puntos) y multiplicado por 29 años de servicio ininterrumpido, da un puntaje mucho mayor a los 60 puntos establecidos como máximo puntaje al criterio de referencia. (Ver folios 9747, 9749, 9789 y 9790). Así las cosas, en nuestro criterio, no lleva razón el recurrente. Criterio para resolver: En cuanto a los alegatos que cuestionan la oferta 177 del señor Daniel Gamboa Pereira, esta División considera que en efecto la cláusula 1.3.2 del cartel, dispone que el oferente debe tener oficina y aportar fotocopia certificada por un notario público de su cédula de identidad o certificación en caso de extravío del documento de identidad. Ahora bien, visible a folio 11608 y 11609 del expediente de la contratación se encuentra el documento emitido por la Licda. Astrid Binns Rodríguez, quien  certifica las doce fotocopias adjuntas para efectos administrativos y a solicitud del interesado (hecho probado 8). Nótese, que los datos de la cédula de identidad del oferente se encuentran consignados en su oferta (Hecho probado 8), además, los mismos constan en un registro que es público, de suerte, que es un hecho histórico que puede ser verificado en cualquier momento por algún interesado. Así, al ser un aspecto formal que su obtención posterior no produce una ventaja indebida, es posible su subsanación de conformidad con la teoría del hecho histórico y debe aplicarse lo dispuesto en el artículo 81 inciso i) del Reglamento de Contratación Administrativa, que a groso modo establece la subsanación de documentos necesarios para probar la veracidad de hechos acaecidos antes de la apertura de ofertas y que estén referenciados de forma completa en la oferta. En cuanto al alegato que si el acto emitido por la Lic. Binns infringe o no el Código Notarial, ese es un tema que escapa a la competencia de esta Contraloría General, por ser un aspecto propio del ámbito disciplinario. En otro orden de ideas, respecto de las declaraciones aportadas por ese participante (oferta 177), en donde se señala que no fueron protocolizadas por lo cual incumplió con el punto 1.4 del cartel, es necesario citar el primer párrafo del artículo 65 del Reglamento de Contratación Administrativa que dispone “(…)/ En caso de las declaraciones, se harán bajo la gravedad de juramento y no será necesario rendirlas ante notario público, salvo que así razonablemente lo requiera la Administración en el cartel” En el presente caso, pese a que el cartel solicitó que la declaraciones juradas fueran protocolizadas, esta División no encuentra razones suficientes y válidas para que se solicitara su presentación bajo esa modalidad. En todo caso, nótese que no constituye un aspecto trascendental que vaya a generar una ventaja indebida respecto de los otros participantes, más aún, cuando el artículo 65 antes citado, posibilita que se rindan los documentos sin cumplir dicha formalidad. En ese sentido, no hay motivos razonables para esa exigencia, pues tal y como lo afirma el recurrente, son únicamente requisitos formales que exige el cartel. Por otro lado, en cuanto a los alegatos del recurrente sobre que las cartas de referencias aportadas en la oferta 177, no cumplen con los requisitos del cartel ya que no consignan las fechas exactas que cubren cada supuesto periodo, también es necesario aclarar que esta División verificó el contenido de dicho documento (hecho probado 8) y concluye que lleva razón la Administración cuando consigna la calificación del servicio prestado por dicho oferente para cada periodo anual desde 1997 al 2006, de modo que sin mayor reparo se procede a rechazar los alegatos contra la oferta 177. Finalmente, se alega contra la oferta 138 del señor Jorge Wálter Coto Molina, en donde se acusa que incumple el artículo 7 inciso e) del Código Notarial porque es prohibido ejercer el notariado en más de tres instituciones estatales y en empresas públicas estructuradas como entidades privadas, y en el caso del Lic. Coto Molina ejerce en 4 entidades bancarias por lo que la Administración debió excluirlo. Además, que las cartas de referencia presentadas por ese oferente no cumplen por no detallar cada periodo de prestación contractual y la calificación asignada sobre el servicio recibido. Esta División considera en relación con el primer argumento, que la cláusula 2.2.14 es clara al establecer la hipótesis que si el oferente resultara adjudicatario, se obliga a dar prioridad en el servicio a contratar con el BPDC y deberá atender los requerimientos según se consigna en la cláusula 2.2.13 de ese pliego cartelario, por lo que no podrá ser al mismo tiempo notario de más de 3 entidades financieras supervisadas por la SUGEF. Así las cosas, una vez que el oferente adquiera la condición de adjudicatario se encontrará compelido a la efectividad de dicha cláusula, situación que deberá ser advertida por la Administración licitante a los adjudicatarios en cada ítem. Respecto del segundo alegato contra la oferta 138, esta División considera que cada una de las cartas de referencias que se encuentran a la vista en los folios 9744 a 9747 del expediente de la contratación (hecho probado 9), indica las fechas de inicio hasta en la que se extendieron dichos documentos, asimismo, expresa la calificación del servicio, información suficiente para determinar lo requerido en el punto 3.1.4.2 del cartel sobre  la prestación contractual del Lic. Coto Molina a las entidades que emitieron las cartas respectivas. Dicho lo anterior, este Despacho estima que es claro que el recurrente no logró acreditar su mejor derecho a la adjudicación ni demuestra motivos suficientes y válidos para anular la adjudicación respecto de las ofertas 138 y 177, antes citadas, por consiguiente se declara sin lugar el recurso en todos sus extremos. 4) Respecto de los recursos de apelación interpuestos por Lorena Arrazola Coto, Olga Lidia Guerrero Vargas, Ana Lía Cabezas Sibaja,  Las apelantes consideran que sus ofertas fueron mal evaluadas, puesto que la Administración no reconoció los 60 puntos, según la disposición del 3.1.4.1 cartelaria.  La apelante Arrazola Coto agrega que de habérsele otorgado los 60 puntos, ella habría obtenido un puntaje total de 100 con derecho a entrar en igualdad de competencia con los otros oferentes que presentaron su oferta como primera opción para el ítem 5, habiendo resultado adjudicataria de dicho ítem de  conformidad con los criterios de desempate. La apelante Guerrero Vargas, manifiesta que demostró la confección de 199 escrituras, en los últimos 5 años, de las cuales sólo 75 fueron reconocidas por la Administración, sin mayor explicación, lo cual implica una desigualdad de trato, porque de haberse otorgado los 100 puntos a su oferta y atendiendo a los criterios de desempate, hubiera desplazado a las ofertas 28 y 143 ya que dichos notarios nunca antes han prestado servicios de notariado al banco. La apelante Cabezas Sibaja manifiesta que demostró la confección de 195 escrituras, sin embargo el banco sólo le reconoce 2 cartas y contabiliza 41 escrituras, otorgando 20.5 puntos, sin indicar motivación alguna respecto de las demás cartas que demuestran la confección de escrituras. Los adjudicatarios:  Luis Alberto Carrillo Delgado, señala que  ninguno lleva razón porque los criterios de desempate son sobrevenidos al puntaje obtenido y al no haber alcanzado el puntaje total no es posible argumentar la aplicación de los criterios de desempate. José Renato Víquez Jiménez manifiesta que a la oferta de la Licda. Arrazola Coto, el banco hizo una calificación atendiendo a los parámetros del cartel. Respecto de la oferta de la Licda Cabezas Sibaja fue correctamente calificada y no obtuvo el puntaje total, porque no aportó la documentación requerida con las formalidades que exigía el cartel. Aún así de ser recalificadas ambas ofertas no logran superar al suscrito porque al aplicar los criterios de desempate, mantiene su plaza por antigüedad en experiencia.  Olger Solís Hernández y  Juan Luis Vargas Alfaro se refieren a la apelación de la Licda. Olga Lydia Guerrero Vargas, aduciendo que la entidad bancaria  no pudo precisar la cantidad de escrituras otorgadas por la suscrita en los últimos cinco años de laborar, por no indicar con claridad en sus cartas la cantidad de escrituras otorgadas, por lo tanto este recurso no debe afectar el acto de adjudicación del ítem 40, debido a que la misma no pidió readjudicación a su favor.  Rita Waldina Arce Rojas se pronuncia en contra del recurso presentado por Olga Lidia Guerrero Vargas, en el cual dicha licenciada hace referencia a las ofertas del Lic. Hubert Rojas y la Licda. Mayra Amores los cuales son adjudicatarios del ítem 38, pero no hace referencia a la oferta de Rita Arce Rojas quien es adjudicataria del ítem 53, siendo que de ser reevaluada su oferta, en orden de  prelación, dicha oferta no desplaza la de  Rita. Livia Meza Murillo: indica que participó para el ítem 2 Centro de Servicios Financieros Catedral y que su oferta obtuvo 100 puntos en la calificación, además atendiendo a los criterios de desempate ninguno de los apelantes logra superar a la suscrita por cuanto tiene acreditada mayor experiencia, mayor puntuación en referencias por servicios prestados a entidades sujetas a fiscalización de la SUGEF, porque actualmente presta servicios como notaria externa del Banco Popular y porque su carné es 2510. Álvaro Emilio Castro Garnier: indica que se debe confirmar el acto de adjudicación a su favor toda vez que la oferta del suscrito fue presentada libre de vicios de nulidad y cumpliendo con lo estipulado en el cartel. Hernán Vega Miranda: indica que los extremos aducidos por los reclamantes no afectan la adjudicación de la plaza en el Centro de Servicios Financieros Catedral del suscrito, en razón de que la calificación obtenida por el suscrito es superior a la alcanzada por los demás reclamantes. Carrie Tung Young manifiesta que debe rechazarse el recurso de apelación interpuesto por Analia Cabezas Sibaja por haber sido presentado extemporáneamente.  La Administración: indica que el recurso de apelación presentado por la apelante Analía Cabezas  es extemporáneo porque se recibió el 20 de enero de 2009 siendo que el término para la presentación vencía el 16 de enero de 2009. Asimismo, considera que en los tres casos de las apelantes se cometió un error material al calificar las cartas aportadas con las ofertas y se hizo un conteo equivocado de las escrituras otorgadas, que reevaluando las mismas cada una de estas oferentes obtiene un puntaje total de 100% (Ver hecho probado 4). Criterio para resolver: Respecto de los argumentos sobre la extemporaneidad del recurso de la Licda. Cabezas Sibaja, se observa a folios A-182 a A-185 del expediente de apelación que el 16 de enero de 2009 ella interpone el recurso vía Fax y luego remite el escrito original el día 20 de enero de 2009 (Ver folios A-186 y A-187), por lo cual al tenor del párrafo segundo del artículo 165 del Reglamento de Contratación Administrativa dicho recurso se encuentra presentado en tiempo, es decir dentro del plazo de los tres días hábiles siguientes a la presentación por fax. Ahora bien, en cuanto al reconocimiento de los errores materiales cometidos por la Administración licitante respectos de las ofertas de las aquí recurrentes, esta División no encuentra inconveniente alguno para avalar los allanamientos de ese Banco, en el sentido de contabilizar las escrituras otorgadas por las oferentes, En definitiva, debe declararse con lugar los tres recursos de apelación en este punto. 5) Sobre el recurso de apelación de Edgar Quirós Sanchún. El apelante alega que su oferta 95 fue mal evaluada porque con las cartas de referencia que aportó para demostrar su experiencia no se le reconoce puntaje, debido a que  en ellas no consta la cantidad de escrituras otorgadas, lo cual se le debió prevenir para subsanar en su momento. Por su parte la Administración: indica que las cartas que aportó el oferente, visibles a folios 7783 emitida por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal y 7784 del Banco de Costa Rica, no indican el número de escrituras lo cual era un requisito indispensable  que dispuso el cartel en el punto 3.1.4.1 para demostrar la experiencia del oferente. El párrafo tercero de dicho punto claramente señaló: “deberá indicarse expresamente la cantidad de escrituras formalizadas a los efectos de hacerse acreedor del puntaje respectivo” y que por lo tanto no lleva razón el recurrente. Criterio para resolver: Esta División hizo una verificación de cada una de las cartas aportadas por el apelante, y constató que en efecto, falta la indicación del número de escrituras formalizadas, sin embargo, al momento de la presentación del recurso de apelación el Lic. Quirós Sanchún adjunta nuevamente las cartas con la indicación de la cantidad de escrituras formalizadas. Al revisar las cartas ofrecidas por el recurrente Quirós Sanchún (hecho probado 11) se comprueba que en éstas se indica el periodo de prestación del servicio así como la calificación del mismo, siendo que una de las entidades bancarias emisora de una de estas cartas, es de la sucursal del Banco licitante, por lo que el conteo de las escrituras emitidas era un  dato verificable por esa entidad con información propia. Además, al tenor de lo que establece el artículo 80 párrafo segundo del Reglamento de Contratación Administrativa, no se considera que en este caso particular se esté favoreciendo indebidamente al oferente, porque  únicamente se adjudicó el 50% de las plazas disponibles (hecho probado 10), pues no existen otros oferentes que pudieran verse afectados ante la posibilidad de subsanación, situación que plantea una consideración especial para este caso. Considerando que la calificación de la oferta del Lic. Quirós Sanchún, fue de un 40% y que las cartas ofrecidas con su recurso demuestran la confección de más de 500 escrituras a partir de 1992 para el Banco licitante y más de 300 para el Banco de Costa Rica desde 1975, este oferente obtendría un 60% más en la calificación, por lo que sería acreedor de un puntaje total de 100%. En consecuencia, dado que con su recurso subsanó las cartas ofrecidas con su oferta, es criterio de esta División que el recurrente acreditó su derecho a ser adjudicatario, y por ende, lleva razón en su reclamo. Por lo aquí expuesto, se procede a declarar con lugar el recurso en su extremo.  6) En cuanto a los recursos de los apelantes Gustavo Adolfo Esquivel Quirós y Lourdes Vindas Carballo. La aplicación del artículo 45 de la Ley Orgánica del BPDC. Señalan los apelantes que su puntuación es de 100% pero que la Administración del Banco les aplicó la prohibición contenida en el artículo 45 de la Ley Orgánica del Banco Popular y Desarrollo Comunal, No. 4351 del 11 de julio de 1969, toda vez que sus cónyuges laboran para el BPDC, por lo tanto, sus ofertas fueron excluidas indebidamente del concurso de marras. Al respecto, los adjudicatarios, manifiestan que a los recurrentes se les excluyó correctamente por cuanto se les aplica la prohibición prevista el artículo 45 de la Ley Orgánica del Banco Popular y Desarrollo Comunal y los artículos 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa. En cuanto a la referida prohibición, la Administración manifiesta que dichos profesionales se están cubiertos por la prohibición que establece el artículo 45 de la Ley Orgánica del BPDC. Al respecto se tiene que por tratarse de un aspecto meramente jurídico, y dado que todo surge producto de una consulta que le realizará este Proceso a la Asesoría en Contratación Administrativa, sobre el fondo de la prohibición que establece dicho artículo, es que se apoya en el criterio ACA-015-2009 que ha externado la Asesoría en Contratación Administrativa del Banco Popular, sobre el tema referido (folios 17837 a 17846). Por  lo tanto, no se admite como válido lo que han señalado ambos recurrentes, pues lo que hizo esta Asesoría fue aplicar el artículo 45 de la Ley Orgánica de nuestra entidad, el cual establece claramente que existe prohibición para el funcionario o empleado para contratar directa o indirectamente, y dado que esos dos conceptos no se desarrollan en la norma, pero sí se enuncian de manera indubitable, es claro que sus alcances deben ser interpretados, y por supuesto que para hacerlo se debe acudir como una fuente no escrita del ordenamiento jurídico a la jurisprudencia administrativa vinculante emanada de la Contraloría General de la República, que no es cierto que haya sido superada como mal lo menciona el Lic. Esquivel, y que si así lo fuera eso no lo prueba el recurrente, pues no aporta ningún criterio en contrario en donde se haga ver claramente que el Órgano Contralor varió el criterio y ya no considera que los cónyuges son una unidad de intereses comunes que hace que la prohibición que afecta a uno cubra al otro. El criterio que aporta, en el cual se menciona que la aplicación del régimen de prohibiciones debe ser restrictiva, no contradice la actuación que se ha realizado, pues esta Asesoría, tomando en consideración esa restricción en la interpretación, no ha ido más allá de la norma, sino que se ha quedado dentro de sus conceptos –prohibición para contratar de manera directa o indirecta- los cuales por supuesto debe interpretarlos y para eso ha acudido a las reglas que para la hermenéutica son aplicables a la Administración Pública, en las cuales se establece que los vacíos pueden ser llenados con normas no escritas como lo son los criterios establecidos por el órgano contralor, que  para los efectos tienen el rango de la norma que integran, interpretan o delimitan (artículo 7, inciso 1, de la Ley General de la Administración Pública). Asimismo, arguye que la Licda. Vindas indica que en su caso se ha aplicado un criterio diferente y discriminatorio al que se le aplicó al Lic. Rafael Corrales, pues sobre ella no se consideró que tiene una relación contractual con el Banco desde 1994, y que su esposo ingresó a laborar al Banco en el año 1997, cuando ni siquiera estaban casados. Además expresa que su marido no tiene injerencia en su relación contractual con el Banco, y en cuanto al matrimonio sobreviniente cita jurisprudencia constitucional para reforzar su tesis (Voto Nº 2007-18644). Con relación a esta aseveración, señala que la Licda. Vindas se equivoca, puesto que es claro que esa relación que ella señala tener con el Banco desde 1994, no le sirve para efectos de probar que no le asiste la prohibición del artículo 45 de la Ley Orgánica del Banco Popular en el contexto actual, pues no solo esa relación es de las que se ha cuestionado y que fue lo que motivó a que el Banco tuviese que tramitar las licitaciones para regularizar las relaciones con sus abogados y notarios externos, sino que es claro que para estos nuevos concursos y de frente al ordenamiento jurídico imperante que rigió las licitaciones referidas, la fecha clave para determinar si existía o no prohibición es la apertura de ofertas de ambos concursos, por lo que si a ese momento un oferente tenía una causal de prohibición ya fuese relativa a lo establecido en los artículos 22 y 22 Bis de la Ley de Contratación Administrativa, o se refería a la indicada en el artículo 45 de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, era claro que se le tenía que aplicar cualquiera de esas prohibiciones y eso le impedía participar en el concurso. Además de lo anterior algo que se puede concluir de los elementos que ha aportado la Licda. Vindas es que precisamente las normas del ordenamiento jurídico son para ser aplicadas, y solo por medio de su impugnación constitucional podrían ser eliminadas del ordenamiento jurídico, y por ende solo así se impediría su aplicación, como ocurrió con el caso de las circulares internas de la Contraloría General de la República y de la Caja Costarricense del Seguro Social, las cuales fueron formalmente impugnadas ante la Sala Constitucional, y ésta las declaró inconstitucionales, por lo que fueron eliminadas del ordenamiento jurídico, y es claro que eso es lo que la recurrente logra demostrar con los fallos que cita. Debe recordarse que en nuestro sistema jurídico impera el sistema centralizado de control de constitucionalidad de normas y actos de Derecho Público y no existe un sistema descentralizado o difuso, por lo que si existe una norma expresa que en conjunto con criterios vinculantes emitidos por el Órgano Contralor hacen que se interprete la existencia de una prohibición que  impide a cónyuges de funcionarios a participar en concursos del Banco, es claro que esa prohibición debe ser aplicada, y lo único que podría evitar su aplicación sería que sea cuestionada de constitucionalidad. Sobre esto cabe citar lo que ha establecido la propia Sala Constitucional sobre el control de constitucionalidad en el sistema jurídico costarricense: Por lo tanto, si en el caso de las circulares que fueron declaradas inconstitucionales por la Sala Constitucional en el ejercicio de su potestad de control de constitucionalidad, se logró determinar que sus regulaciones iban más allá de lo establecido en la Ley, eso  no necesariamente es aplicable a este caso como lo trata de hacer ver la recurrente, pues lo que sucede en este asunto es distinto, ya que no solo existe formalmente el artículo 45 de la Ley Orgánica del Banco Popular, el cual es una norma vigente del ordenamiento jurídico que debe aplicarse, sino que igualmente la interpretación que se ha hecho de esa norma ha estado basada en sus propios conceptos (cuando en ella misma se expresa prohibición para contratar de  manera directa o indirecta), y por supuesto utilizando las reglas que el mismo ordenamiento jurídico administrativo permite aplicar para la interpretación e integración del ordenamiento jurídico público, en donde es válido acudir a un criterio administrativo vinculante para la Administración Pública que ha emanado de la Contraloría General de la República y que está vigente, y lo más importante, que no ha sido impugnado en ningún momento y que por ende conserva su aplicabilidad. Además nótese que curiosamente al igual que el Lic. Esquivel, la Licda. Vindas para nada se refiere a ese criterio del Órgano Contralor, y simplemente lo obvia, como si con eso pudiera exonerarse de sus efectos. Por lo tanto, es claro que la actuación que se ha dado en este caso no ha sido un capricho de esta Asesoría, y tampoco existe el tal criterio discriminatorio que ha alegado la recurrente Vindas Carballo, pues para nuestros efectos quedó claramente constatado que el Lic. Corrales Chavarría no estaba casado al momento de presentar la oferta y en el que se dio la apertura de los concursos, y por ende es totalmente errado el dicho de la recurrente en cuanto a que se le favoreció porque aún estando casado con una funcionaria del Banco no se le consideró el matrimonio sobreviniente como causal de exclusión por prohibición, pues como se decía, el momento de apertura de ofertas fue la fecha cierta que se tomó en consideración para determinar si el criterio de prohibición que se estableció basado en el artículo 45 de la Ley Orgánica del Banco Popular era aplicable y afectaba al oferente, y la clara diferencia que existió entre la posición aplicable al Lic. Esquivel y a la Liada. Vindas, de frente a lo resuelto con relación al Lic. Corrales, fue que al momento de presentación de la oferta de los recurrentes, ambos  estaban casados con funcionarios del Banco que por efectos del artículo 45 de la Ley Orgánica del Banco tienen prohibición para contratar con la entidad por el solo hecho de ser funcionarios o empleados, y que con base en el criterio de la Contraloría esa prohibición se hace extensiva al cónyuge, basados no solo en ese criterio, sino en la misma norma legal que establece los conceptos de impedimento directo o indirecto. Mientras tanto, en el caso del Lic. Corrales es claro que no estaba casado aún cuando presentó su oferta y se abrieron los concursos, y como la norma del todo no desarrolla el concepto de prohibición sobreviniente, pero sí lo hace con los conceptos de contratación de manera directa o indirecta, era claro que la prohibición sobreviniente no podía derivarse de la norma, pero sí se podía derivar de ella que el hecho que el cónyuge de un funcionario del Banco contratara con la entidad, era una forma de contratación directa o indirecta del funcionario o empleado con el Banco, pues el Órgano Contralor de manera vinculante para el Banco ha sostenido que los cónyuges tienen una comunidad de intereses a causa del matrimonio que afecta a ambos en común y en igualdad de condiciones. Finalmente se debe señalar que la Licda. Vindas ha expresado que es irracional el criterio de esta Asesoría manifestado en los oficios ACA-153 y 202, ambos 2008, pues pone a su esposo que no es abogado en la misma condición de abogado que ella. Si bien se respeta dicha posición, es claro que no se comparte por su total desenfoque, pues en ningún momento se  pone en igualdad de condiciones profesionales a la Licda. Vindas y a su esposo, pero sí se les pone en la misma condición de frente al Banco en cuanto a que si su esposo al ser funcionario del Banco le está impedido contratar con él de manera directa o indirecta, es claro que con base en lo señalado por la Contraloría en cuanto a la comunidad de intereses que es un matrimonio, a ella igualmente le está impedido contratar con el Banco, pues su relación marital hace que se le considere igual que su cónyuge, y si no se le prohibiera contratar se violaría el alcance directo o indirecto que el numeral 45 de reiterada cita establece. Así las cosas de esta forma se dejan respondidas las audiencias conferidas a esta Asesoría relacionadas con los recursos mencionados en el primer párrafo, y se solicita a ese Proceso que pida de manera respetuosa pero vehemente, el rechazo de ambas acciones recursivas interpuestas en contra de los actos de adjudicación de estos concursos, pues como se ha demostrado de manera abundante, carecen de fundamento jurídico”.Por lo anterior, se tiene por demostrado de que los profesionales Esquivel Quirós y Vindas Carballo, están cubiertos por la prohibición que establece el artículo 45 de la Ley Orgánica del Banco Popular, y así las cosas se solicita a ese Órgano Contralor de manera respetuosa pero vehemente, el rechazo de ambas acciones recursivas interpuestas por estos recurrentes, pues como se ha demostrado de manera abundante, carecen de fundamento jurídico. Criterio para resolver: Tal y como se indicó en la resolución R-DCA-130- 2009 de las 9:00 horas del 20 de marzo de 2009, emitida por esta División, de previo a abordar el caso concreto de los alegatos en este aparte, es necesario reconocer la norma suprema constitucional que tiene nuestro ordenamiento, la cual es la libertad para contratar. Ese ejercicio solo puede ser restringido bajo los supuestos que el propio artículo 28 constitucional prevé, es decir, en el tanto esa actividad cause daño a la moral social, el orden público o los derechos iguales o superiores de terceros. En el caso del régimen de prohibiciones previsto en la Ley de Contratación Administrativa y en otras leyes especiales, se limita la participación en aras de garantizar un interés público mayor, que es la transparencia en las contrataciones públicas, de suerte tal que se eviten conflictos de intereses en los que puedan comprometerse los de la propia Administración contratante. Al respecto, la Sala Constitucional ha indicado que “De acuerdo con esta disposición constitucional, el legislador no podrá regular mediante ley aquellas actividades privadas que no se encuentren en los supuestos de excepción especialmente señalados. En el Derecho Constitucional costarricense el concepto de orden público alude a interés general o colectivo, en este sentido podrá ser regulado por el legislador aquellas actividades privadas externas (que trascienden el sujeto que las realiza) si así lo aconseja el bien común. El recurrente en el asunto base pretende participar en un concurso … para la Sala resulta evidente que el interés general busca que la asignación de ese servicio público se haga de una manera objetiva y desprovista de influencias que puedan comprometer el trato igualitario que el Estado debe dar a todos los oferentes./ (...) /La Constitución también señala la posibilidad legislativa de regular la acción privada externa que pueda dañar a terceros y en el caso que nos ocupa la protección de los terceros (igualdad de oportunidad y trato) para todos los oferentes justifica que el legislador intervenga excluyendo a aquellos participantes en el proceso que por su condición personal –relación de parentesco con personas de influencia dentro del ámbito administrativo nacional- puedan alterar o comprometer esa igualdad.  En este sentido debe recordarse que el contrato administrativo es “intuitu personae” y que las características concretas del oferente son de vital importancia para adjudicar el contrato.  No quiere decir lo expuesto que la norma parta de que la simple condición de familiar de miembro de un funcionario público con influencia dentro del ámbito administrativo nacional, asegura la intervención de éste en el proceso; sin embargo, ello es una medida preventiva que tiende a evitar eventuales conflictos de intereses con los participantes en los concursos que no tienen esos vínculos familiares y Costa Rica se comprometió a nivel convencional a dictar este tipo de medidas precautorias. La legislación ha previsto la nulidad de los contratos que han sido obtenidos en transgresión a estas normas, sin embargo, la Sala estima que son las medidas precautorias como la recogida en el numeral 22 de la Ley de la Contratación Administrativa las que garantizan los principios del servicio público.” (Ver Voto No. 3050-2003 emitido por la Sala Constitucional y el resaltado no es del texto original)  Como se desprende de dicho voto, aún cuando se refiere el análisis constitucional al artículo 22 de la Ley de Contratación Administrativa, lo cierto es que las prohibiciones en materia de la contratación con el Estado, son materia de reserva legal, por lo que a pesar de su finalidad, su aplicación debe circunscribirse de modo estricto a lo dispuesto en la normativa respectiva. Entonces debe observase, que si el legislador ha dispuesto de un régimen de prohibición especial para contratar con la institución en atención al orden público y al interés general, tal y como se tiene en el caso que nos ocupa, éste deberá sujetarse a la literalidad de la norma y no pretender adecuar los supuestos fácticos a un análisis extensivo de la misma. Ahora bien, en el caso de la prohibición para contratar del artículo 45 de la Ley Orgánica del BPDC, a los efectos dice: “Es prohibido a los miembros de la Junta Directiva Nacional o a sus cónyuges hacer directa o indirectamente operaciones de crédito o cualquier otra operación contractual con la institución, sin que esta prohibición se extienda a las que se hubieren realizado antes del nombramiento respectivo./Es igualmente prohibido a los demás funcionarios y empleados del Banco, celebrar contratos y participar directa o indirectamente en las licitaciones de éste. Quedan a salvo solamente el contrato de trabajo que los liga a la Institución y las operaciones de crédito que efectúen con el Banco” (El resaltado no es del texto original) Nótese de la lectura de esa norma, que dicha limitación para contratar con la entidad bancaria, surte efectos jurídicos directos respecto de los miembros de la Junta Directiva y funcionarios del Banco, asimismo, de manera indirecta, cuando se extiende a los cónyuges exclusivamente de los miembros de Junta Directiva pero no así, a los cónyuges de los funcionarios, es decir, dicha limitación no alcanza a sus esposos y esposas respectivamente.  En esta dirección, conviene recordar el aforismo jurídico de que no debemos distinguir en donde la ley no distingue. Está claro, bajo estas circunstancias, que la interpretación extensiva de Administración licitante a efectos de aplicar dicha norma a los aquí recurrentes, lejos de tutelar la transparencia y el interés de la colectividad en las contrataciones administrativas de ese Banco, causa la supresión sin sustento jurídico válido de la libertad de participación y eventualmente, el derecho a la adjudicación en el presente concurso que tienen los apelantes. Desde luego, por lo antes expuesto, esta División no comparte el criterio de esa Asesoría Legal según oficio No. ACA-153-2008 (Hecho probado 3) avalado por dicha Administración licitante, en razón de que está desprovisto de una justificación restrictiva, no se apega estrictamente al texto de la norma y no contiene el apego a lo sostenido por la Sala Constitucional. Así las cosas, solo resta analizar con ocasión de los vínculos matrimoniales de los susodichos recurrentes con funcionarios de esa entidad bancaria, si eventualmente a éstos les alcanzan las prohibiciones previstas en los artículos 22 y 22 bis  en el inciso h) en relación con el d) de la Ley de Contratación Administrativa. Un hecho significativo que se tiene por acreditado de los elementos probatorios que obran en el expediente administrativo (hecho probado 3), es que los cónyuges de los oferentes  —funcionarios de dicho Banco— laboran uno como titular del Proceso de Crédito del Banco y el otro como Oficial de Servicios y Operaciones Bancarias 2, de lo cuales se entiende que no se encuentran en posición de tomar decisiones o de tener algún grado de injerencia sobre las contrataciones. Es de mérito señalar, que el concepto de injerencia que ha sido interpretado por este órgano contralor, comprende toda posibilidad de realizar cualquier tipo de intervención en el proceso de la contratación. (Para mayor abundamiento véase el oficio N° 4781-2005 de 29 de abril de 2005 emitido por esta División.) De suerte tal, que para el caso en apelación, la condición de los funcionarios bancarios no se adecua a los supuestos de los artículos 22 y 22 bis citados. En suma, dentro de la Administración del BPDC la esposa o esposo de los recurrentes no se encuentran en posición de ejercer poder de decisión o de tener algún tipo de injerencia en cualquier etapa del procedimiento de que se trate —incluyendo la fiscalización posterior o la etapa de ejecución—, pues de lo contrario, estaría frente a una circunstancia que configura la prohibición para participar en el proceso de contratación de notarios externos del Banco Popular, en razón de su condición de cónyuge, lo cual no sucede en el sub examine. Por lo tanto, al ser igualmente el artículo 22 de la Ley de Contratación Administrativa una limitación a la libertad de comercio como derecho fundamental, la que debe tener un adecuado fundamento en aras de proteger el interés de la colectividad y por lo cual se debe interpretar en forma restrictiva, no es procedente en nuestro criterio, efectuar interpretaciones extensivas que constriñan el derecho más allá de lo que ha sido expresamente establecido en la ley específica —principio de reserva de ley—, así como teniendo en consideración las circunstancias de las personas físicas aquí involucradas, esta División no advierte vicio alguno para que tanto el apelante Gustavo Adolfo Esquivel Quirós como Lourdes Vindas Carballo puedan participar en procedimientos ordinarios de contratación en la medida que acrediten su mejor derecho a ser adjudicatario o el derecho a que la Administración aplique los criterios de desempate previstos en la cláusula 3.1.4.3 del Cartel. Así, considerando que el primer oferente concursó por orden de prelación para los ítemes 2, 5, 6, 3, 4, 7, 15, 20, 18, 14, 17, 19 y 23 y al hecho que obtiene una calificación de 100 puntos (Ver folio 16357 del expediente de la contratación), igualmente, dado que la oferente Lourdes Vindas participó en el ítem 11, y obtiene de 100 puntos (Ver folio 16276), esta División estima que ambos oferentes tienen el derecho de que eventualmente puedan ser  adjudicatarios de acuerdo a su prioridad, en la aplicación de los criterios de valoración y del desempate. Amén, de las consideraciones fácticas y jurídicas antes expuestas, es imperativo declarar con lugar ambos recursos en este extremo, y por consiguiente, no se entra a valorar los demás aspectos alegados por las partes por carecer de interés para la presente resolución. 7) Sobre el señor Juan Rafael Villagra Coronado. El apelante alega que  tiene la oferta 47 con una calificación de 60 puntos y participó para los ítems 35 y 45. Además, que la Administración lo excluyó porque la carta presentada por él no indica la fecha de emisión, pero que el cartel no lo exige así. Por esa razón, pide que se reconozcan los 40 puntos. Por su parte, la Administración aclara que el punto 2.2.7 del cartel fue eliminado atendiendo las resoluciones R-DCA-251 y 270 del 2007 de la Contraloría General de la República. No obstante a lo anterior, hecha una revisión de la única carta aportada por el oferente, visible a folios 5254 y 5255, efectivamente se observa que si bien la misma no indica la fecha de emisión, sí se desprende con claridad el período de la contratación del servicio, el cual data de 1997 al 2006, siendo que el mismo se detalla por año, todos calificados con muy bueno, concepto que se califica con 8 puntos, los cuales, multiplicados por 9 años de servicio sin interrupción,  obtiene el máximo de 40 puntos que corresponden al criterio de referencias (3.1.4.2) y por lo tanto obtendría una calificación final de un 100%. (Ver folios 5254 y 5255). Criterio para resolver: La cláusula 3.1.4.2 del cartel exige que la fecha de referencia hasta la cual se computará el plazo de experiencia en cada carta será el día de su emisión (o sea de esa fecha hacia atrás) y en caso de no indicar la fecha de emisión en la carta, el Banco no asignará ningún puntaje. Al igual que se ha comentado a páginas atrás, esta División considera que la fecha de emisión en la carta, es un aspecto intrascendental toda vez que se puede verificar el dato por constituir un hecho histórico, en otras palabras, se trata de una realidad constatada y no desmentida por el apelante de la cual se contempla en los artículos 80 y 81 inciso i) del Reglamento de Contratación Administrativa y la jurisprudencia de este órgano contralor, en donde señalan que es subsanable el hecho histórico que estuviere referenciado en la oferta. Ahora bien, en el caso particular de la plica del señor Juan Rafael Villagra Coronado, se tiene que una vez verificada la carta que consta a folios 5254 y 5255 (hecho probado 12), ésta en efecto no indica fecha de su emisión, sin embargo, señala los periodos y la calificación en la prestación contractual de su servicios, motivo suficiente para que la Administración licitante compruebe dicha  información. Por otra parte, el BPDC advierte que reconoce el máximo de 40 puntos que corresponde al criterio de las referencias pues según la prueba ofrecida,  tiene 9 años de experiencia que multiplicados por 8 puntos, da como resultado 100 puntos. En consecuencia, con fundamento en los principio de eficiencia y conservación de las ofertas así como en la teoría del hecho histórico (dato verificable) la cual se ha hecho alusión a lo largo de esta resolución, se procede a declarar con lugar el recurso en todos sus extremos. --------------------------------------
III.- Otros asuntos solicitados por los adjudicatarios. 1) La señora Carrie Tung Young pide que se recalifique su oferta en vista que ella demostró haber confeccionado 145 escrituras con lo cual hubiera alcanzado un 100% de la calificación, para ello adjunta el documento respectivo. 2) La adjudicataria María Adilia Salas Bolaños hace ver a este órgano contralor el error material de la Administración al no asignársele los puntos correspondiente al cómputo de las escrituras. (Ver folios D-130 al D-132) 3) El señor Humberto Piedra Hernández señala que subsidiariamente de considerar con lugar alguno de los recursos, se declara con lugar únicamente respecto del ítem apelado y sea confirmado en todo lo demás el acto de adjudicación, particularmente el ítem 3. 4) El señor Rodrigo Aguilar Sandoval manifiesta que se adhiere a la apelación presentada por su colegas. Criterio del Despacho: Sobre el particular, Esta División considera que la petitoria de la adjudicataria Tung Young, es un alegato de impugnación contra el acto de adjudicación de la licitación de marras que debió interponer en el plazo previsto por el artículo 174 del Reglamento de Contratación Administrativa, oportunidad procesal que no aprovechó, por lo que en tal orden formal, no es posible dicha interposición con su respuesta a la audiencia inicial otorgada dentro del procedimiento de apelación. En igual condición, se tiene la observación que realiza la Licda. Adilia Salas Bolaños. En consecuencia, se estima que ambas petitorias se encuentran precluidas en este procedimiento, por demás esta decir, que se rechazan. Por otra parte, en cuanto a lo solicitado por el señor Piedra Hernández, es necesario aclarar que corresponderá a la Administración, como consecuencia directa de esta resolución, determinar de acuerdo a la aplicación de los criterios de valoración del concurso y en tutela de una administración efectiva, cuáles son los adjudicatarios que quedarán en los ítemes que fueron impugnados; además, en relación con los ítemes que no se anulan, efectivamente los mismos quedan en firme. Finalmente, respecto a la adherencia efectuada por el Lic. Aguilar Sandoval a lo demás recursos de apelación, se advierte, que mediante resolución R-DCA-049-2009 de las 8:00 horas del 29 de enero de 2009 su recurso fue rechazado de plano en la etapa de admisibilidad, razón por la cual no tiene legitimación dentro de este procedimiento para actuar y no es posible jurídicamente admitir su gestión. -
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política; 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República;  85, 86, 88 y 89 de la Ley de Contratación Administrativa;  25, 51, 174, 176, 177, 178, 179, 180, 183, 184 del Reglamento de la Ley de Contratación Administrativa, se resuelve: 1) Rechazar de plano por falta de legitimación e improcedencia manifiesta los recursos de apelación contra el acto de adjudicación de la Licitación Pública 2007LN-000049-PCAD, interpuestos por: Ferdinand Von Herold Duarte y Gloria Maklouf Weiss. 2) Declarar sin lugar, los recursos de apelación interpuestos por los señores José Javier Vega Araya e Hicer Linkimer Bedolla, contra el acto de adjudicación de la licitación referida al no logar acreditar su mejor derecho a la adjudicación del concurso. 3) Declarar con lugar los recursos de apelación contra el acto de adjudicación interpuestos por: Lorena Arrazola Coto, Olga Lidia Guerrero Vargas, Ana Lía Cabezas Sibaja, Juan Rafael Villagra Coronado, Edgar Quirós Sanchún, Gustavo Adolfo Esquivel Quirós y Lourdes Vindas Carballo, en consecuencia, se anula dicho acto de adjudicación en lo que corresponde a los Ítemes: 2, 3, 4, 5, 6, 7, 10, 11, 14, 17, 18, 19, 23, 31, 35, 36, 38, 40, 45, 53, de la Licitación Pública 2007LN-000049-PCAD, promovida por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, para la contratación de notarios externos, acto recaído a favor de Edgar Arroyo Cordero y otros (según ítem), por cuantía inestimable.4) En relación con los ítemes no anulados, los mismos quedan en firme. -------------------------
NOTIFIQUESE. -----------------------------------------------------------------------------------------------------------------
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